
Biblioteca Central “Dr. Ricardo Alfredo Reimundín” 
Poder Judicial de Salta 

 
 
 
 
 
                      
 
 
                    FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 

RELATORÍA PENAL 
 

                                                             TOMO 201 
 
 
 
 
 
COMPETENCIA PENAL . Conexidad. Excepción a la acumulación de causas, artículo 52 del Código Pro-
cesal Penal (Ley 7690). Proceso sumarísimo, flagrancia. 
  CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Garantías de Séptima Nomina-
ción, para intervenir en la presente causa.  
DOCTRINA: Cuando se han iniciado dos actuaciones por hechos distintos contra un mismo imputado en 
diferentes tribunales, resulta en principio aplicable el precepto que sobre conexidad y acumulación contiene el 
artículo 50 inciso 3º del Código Procesal Penal (Ley 7690) 
           El artículo 52 contempla excepciones al principio de la acumulación de causas: cuando resultaren 
procesos de distinta naturaleza o signifique un grave retardo, aunque especifica que en todos ellos deberá 
intervenir un solo tribunal. 
          No procede la acumulación de procesos o incluso del juzgamiento por un solo juez, si de ello resulta-
ría un grave retardo en la definición de la situación procesal del acusado, siendo que la más pronta adminis-
tración de justicia en los casos de flagrancia constituye un objetivo primordial del procedimiento sumarísimo. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CARMONA, ENZO IVAN; PEREYRA, ARMANDO RAFAEL POR RO-
BO CALIFICADO POR EL USO DE ARMA BLANCA, EN PERJUICIO DE MARCIAL, 
NOEMÍ MARGARITA – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº 
CJS 37.871/ 15) (Tomo 201: 683/688 – 21/octubre/2015) 
 
COMPETENCIA PENAL . Excepción a la acumulación de causas que tramitan por distintos procesos; 
artículo 52 del Código Procesal Penal (Ley 7690). 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Sala II del Tribunal de Juicio del Distrito 
Judicial del Centro, para intervenir en la presente causa.  
DOCTRINA: Si bien el legislador sentó la regla de tramitar un único proceso en causas sujetas a leyes distin-
tas, lo que asegura el cumplimiento de la garantía constitucional del juez natural y los principios de juicio 
único, sentencia única, celeridad y economía procesal, no corresponde la acumulación si la aplicación de las 
normas para una y otra causa resultan de distinta naturaleza procesal en atención a que una de ellas se encuen-
tra regida por el anterior Código Procesal Penal (Ley 6345) mientras que la que se pretende acumular se en-
cuentra regulada en el nuevo Código de Forma (Ley 7690), en que es de aplicación el trámite sumarísimo que 
tiene las especiales características de ser un trámite rápido y expedito lo que generaría, en caso de acumularse, 
un grave retardo en su tramitación, sin que a ello obste, en caso de corresponder, una futura unificación de 
penas. 
            El artículo 52 del Código Procesal Penal (Ley 7690)  persigue evitar trámites procesales dispares que 
puedan provocar dilaciones indebidas en la resolución de la situación de quien, sometido a proceso penal, 
padece la incertidumbre propia de un trámite abierto satisfaciendo, a la par, el interés social de descubrir la 
verdad y efectivizar, en su caso, el derecho penal de fondo. (Del voto de los Dres. Cornejo, Posadas, Samsón, 
Vittar, Catalano, Díaz y Kauffman) 
           No corresponde la pretendida acumulación de procesos o incluso el juzgamiento por un solo tribunal, si 
resultaría un grave retardo en la definición de la situación procesal del acusado, siendo que la más pronta 



administración de justicia en los casos de flagrancia constituye un objetivo primordial del procedimiento 
sumarísimo. (Del voto de los Dres. Kauffman y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano     DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C VERA, RICARDO JOAQUIN POR INCENDIO INTENCIONAL - COM-
PETENCIA” (Expte. Nº CJS 37.762/15) (Tomo 201: 527/532 – 06/octubre/2015) 
 
EXCUSACIÓN . Haber dictado sentencia en la misma causa. Reenvío de la CSJN.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas por el Sr. Presidente de la Corte de 
Justicia Dr. Guillermo Alberto Posadas y los Sres. Jueces de Corte Dres. Guillermo Alberto Catalano, Abel 
Cornejo, Sergio Fabián Vittar, Guillermo Félix Díaz y la Dra. Susana Graciela Kauffman.  II. DEJAR ESTA-
BLECIDO que el Tribunal queda integrado por los Dres. Ernesto R. Samsón, Rubén Eduardo Arias Nallar, 
Pablo David Arancibia, Abel Fleming, Pablo Mariño, Edgardo Francisco Albarracin y Virginia Haydeé So-
lórzano.                                                                                                                                                            
DOCTRINA: Corresponde aceptar las excusaciones de los Magistrados que invocan haber emitido opinión en 
la misma causa, donde la CSJN efectuó el reenvío para que se dicte nuevo fallo, al suscribir la sentencia que 
declaró formalmente inadmisible el recurso de casación y la que denegó el recurso extraordinario federal, 
porque ello encuadra en motivo previsto en el artículo 51 inciso 1º del Código Procesal Penal (texto según 
Ley 6345 y modificatorias)                                                                                                                              
TRIBUNAL: Dres. Samsón –Juez de Corte-, Pablo D. Arancibia; Abel Fleming; Rubén Eduardo Arias Nallar; 
Pablo Mariño; Virginai H. Solórzano –Jueces del Tribunal de Impugnación llamados a integrar-.    DOCTRI-
NA: Dra. Galli    CAUSA: “C/C BOCCAZZI, MARIANO MARCELO; CATTANEO, CRIS-
TIAN ALBERTO ANTONIO; HERRERA, JORGE LUIS; BOCCAZZI, GERMÁN AN-
TONIO; RODRÍGUEZ, MARCELO GUSTAVO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.126/10) (Tomo 201: 315/320 – 06/octubre/2015) 

QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Libertad del acusado. Prisión 
preventiva. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 74/80.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja, si de los agravios formulados no surgen argumentos sufi-
cientes como para fundar la tacha de arbitrariedad en la que habría incurrido el tribunal para denegar la in-
constitucionalidad alegada, y se han expuesto razones suficientes para negar la libertad del acusado dentro de 
los cánones legales y constitucionales, ya que entre los delitos que se le imputan se encuentra el de abuso 
sexual con acceso carnal en perjuicio de una mujer por lo que el caso también merece ser analizado bajo las 
directrices de las normas del derecho internacional referidas a los derechos humanos de las mujeres.  
           Ante hechos de violencia de género, corresponde no sólo valorar el derecho del imputado de mante-
ner su libertad durante el proceso sino también el riesgo que ello podría significar para la víctima, frente a la 
obligación del Estado de prevenir la violencia en contra de las mujeres. (Del voto de la Dra. Kauffman, Sam-
són, Vittar, Díaz, Catalano, Cornejo y Posadas)  
            En materia penal, el recurso de inconstitucionalidad local es el medio para impugnar las sentencias u 
otros pronunciamientos jurisdiccionales con carácter de definitivos dictados por el tribunal de juicio, invocan-
do un motivo especialísimo de derecho consistente en una cuestión de inconstitucionalidad. 
           Corresponde el rechazo de la queja, si la resolución que confirma la prisión preventiva del acusado se 
ajusta a derecho y goza de legalidad y legitimidad, porque la denominada peligrosidad procesal o repercusión 
negativa que para los fines del proceso pueda tener la libertad, se halla debidamente fundada, toda vez que la 
finalidad de la privación de la libertad radica esencialmente en la protección de la actuación de la ley sustanti-
va y en el caso existe peligro serio y concreto, en caso de recaer sentencia condenatoria, de que el imputado -
al estar en libertad- impedirá dicha actuación, ya sea poniendo obstáculos a la investigación o eludiendo con 
su actividad o su fuga el juicio. 
          El principio es el de "proceso sin preso" y la excepción es la restricción de la libertad en los límites 
de lo absolutamente indispensable. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Posadas)  
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR EL DR. JOSÉ FERNAN-
DO TESEYRA EN REPRESENTACIÓN DE CRUZ, CARLOS ANTONIO POR ROBO Y 
ABUSO SEXUAL EN PERJUICIO DE NN - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENE-
GADO” (Expte. Nº CJS 37.837/15) (Tomo 201: 913/930 – 04/noviembre/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Reenvío. Cómputo de la pena, prisión preventiva. Ley 24390. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1310/1315 y, en su 
mérito, ordenar al tribunal de origen que proceda al cómputo de la pena impuesta a Mariano Marcelo Boccaz-
zi, con aplicación de la Ley 24390, a los fines de su modificación y de la aplicación ultra activa del art. 7º de 
dicha normativa. 



DOCTRINA: El cómputo de pena es de orden material y, por ende, pasible de ratificación incluso de oficio, 
en cualquier instancia del proceso. 
           Corresponde que el tribunal de origen proceda a efectuar el cómputo de la pena aplicando la Ley 
24390, a los efectos de la modificación de la impuesta al condenado y la aplicación ultractiva del artículo 7º 
de aquel plexo normativo, si era esa la ley vigente al momento de los hechos, en tanto la aplicación retroactiva 
de la ley 25430 que derogó aquella norma en perjuicio del imputado, se hallaba vedada por el principio de 
legalidad. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón –Juez de Corte-, Pablo D. Arancibia; Abel Fleming; Rubén Eduardo Arias Nallar; 
Pablo Mariño; Virginai H. Solórzano –Jueces del Tribunal de Impugnación llamados a integrar.  DOCTRI-
NA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C BOCCAZZI, MARIANO MARCELO; CATTANEO, CRIS-
TIAN ALBERTO ANTONIO; HERRERA, JORGE LUIS; BOCCAZZI, GERMÁN AN-
TONIO; RODRÍGUEZ, MARCELO GUSTAVO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.126/10) (Tomo 201: 321/326 – 06/octubre/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Reenvío. Delito de homicidio simple; valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 708/735. 
DOCTRINA: Es responsable del delito de homicidio simple el acusado, si se encuentra acreditado que, con 
total desprecio por la vida humana, mediante un disparo con arma de fuego lesionó de gravedad a la víctima, 
quien falleciera posteriormente como consecuencia de la herida recibida y ello se corrobora con los testimo-
nios brindados por los médicos, los estudios psicológicos y psiquiátricos, las pericias y el acta de defunción. 
      El sistema de la sana crítica racional permite construir un determinado acontecer mediante inferen-
cias que descansan en indicios, y éstos sólo tienen valor probatorio cuando son múltiples, precisos, concor-
dantes y unívocos, por lo cual, tomados en su conjunto y unidos a la prueba principal, no pueden dar lugar a 
ninguna otra conclusión mas que a la que arribó el tribunal. 
           No cabe admitir la existencia de una concausa si en base a diversas pruebas se acreditó que fue la 
evolución de las lesiones inferidas por el causante la que llevó al estado critico que determinó la muerte de la 
víctima, pese a los cuidados intensivos que se le proveyeran tras su internación. (Del voto de los Dres. Faber, 
Farah, Pérez, Ruiz, Mariño, Arias y Vera) 
            El resultado de la pericia balística practicada en la causa carece de eficacia probatoria dirimente o 
decisiva como para negar la relación de causa-efecto (disparo-muerte) y la acción delictiva del encausado 
(matar a otro mediante un disparo de arma de fuego), si la relación de causalidad quedó patentizada por la 
extracción de la bala del cuerpo de la víctima y su ulterior deceso; y la acción delictiva del acusado se develó 
merced al relato coherente y sostenido de los testigos y a las demás circunstancias indiciarias. (Del voto de la 
Dra. Faber) 
          No obsta a la responsabilidad del acusado por el delito de homicidio simple la falta de correspondencia 
entre el estriado del proyectil extraído del cuerpo de la víctima con el arma secuestrada del domicilio donde se 
produjo el hecho, si tal extremo en modo alguno alcanza a rebatir el plexo probatorio que permite atribuirle en 
grado de certeza la autoría, en especial los testimonios de quienes estuvieron presentes en el lugar del hecho, 
que dan cuenta de la existencia previa de un inconveniente entre la víctima y el acusado, a consecuencia de lo 
cual este último se retiró para regresar momentos después portando un arma de fuego, con la cual le disparó a 
quemarropa. (Del voto de los Dres. Farah, Pérez, Ruiz, Mariño, Arias y Vera) 
TRIBUNAL: Dres. Mónica Graciela Faber, Pablo Farah, Martín Pérez, Bernardo Ruiz, Norma B. Vera –
Jueces del Tribunal de Juicio llamados a integrar-, Pablo Mariño, Rubén Arias Nallar –Jueces del Tribunal de 
Impugnación llamados a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: "C/C ALANDI TEJERINA, 
JUAN  DOMINGO – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 34.328/11) (Tomo 201: 
837/856 – 30/octubre/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sanción de decomiso de mercadería. Dirección General de Rentas; derechos 
del debido proceso y de propiedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 143/163 vta. y, en su 
mérito, revocar la sentencia de fs. 135/136 y dejar sin efecto la Resolución Nº 368/13 de la Dirección General 
de Rentas, obrante a fs. 90/94. Con costas.   
DOCTRINA: Corresponde revocar por arbitraria la sentencia que confirma la sanción de decomiso impuesta 
por la Dirección General de Rentas, si el tribunal ha omitido tener en cuenta y valorar prueba decisiva para la 
resolución de la causa y los argumentos expresados en el recurso de apelación, circunstancia que conduce a su 
descalificación como acto judicial válido, por grave afectación de la garantía del debido proceso y del derecho 
de propiedad del recurrente. 
          La revisión judicial que habilita el artículo 62 de la Ley 7305 sobre la decisión de la autoridad admi-
nistrativa –que ejercita funciones de naturaleza cuasi-jurisdiccional-, valora erróneamente las implicancias 
fácticas y jurídicas de la conducta fiscalmente incriminada con desprecio de prueba decisiva para la resolu-
ción de la causa y con grave afectación de la garantía de la defensa en juicio, si se encuentra acreditado que la 
mercadería transportada contaba con documentación respaldatoria válida y suficiente por sí para demostrar el 
desplazamiento terrestre efectivamente realizado. 



          Nadie puede ser privado de la propiedad sino por vía de penalidad con arreglo a la ley anterior al 
hecho del proceso y previa sentencia legal del juez competente, garantizando la libertad de industria y comer-
cio, siempre que no ofenda o perjudique a la moral o a la salubridad pública, ni sea contraria a las leyes del 
país o a los derechos de tercero. 
          Las normas tributarias, para obtener un resultado adecuado, deben ser interpretadas considerando 
armónicamente la totalidad del ordenamiento jurídico y los principios y garantías de raigambre constitucional, 
pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común tanto de la 
tarea legislativa como de la judicial. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Kauffman) 
             Se ajusta a derecho la sentencia que confirma la sanción de decomiso impuesta por la Dirección Ge-
neral de Rentas, si la mercadería secuestrada era trasladada sin documentación respaldatoria y no se acreditó 
en la especie ninguna circunstancia excepcional de imposibilidad material respecto de la falta de documenta-
ción que permita excluir la aplicación de la sanción prevista en el artículo 57 del Código Fiscal. 
          El decomiso constituye una sanción al incumplimiento de un deber formal impuesto a los contribu-
yentes y demás responsables, en el marco de las facultades de fiscalización y verificación que posee la Direc-
ción General de Rentas. 
         En todos los casos el remito, la guía, o el documento equivalente se confeccionará con anterioridad al 
traslado del producto y lo acompañará hasta su destino. 
         Quien transporta los bienes debe tener en su poder la documentación correspondiente, por lo que, 
dejar sin efecto la sanción prevista en los casos en que se acredite que, no obstante que no se encontraba a 
disposición del transportista, existe documentación que posteriormente viene a respaldar la transacción que 
origina el traslado de la mercadería, implica desvirtuar el carácter formal de la falta. (Del voto de los Dres. 
Samsón y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “DÍA ARGENTINA S.A. – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.397/14) (Tomo 201: 413/436 – 06/octubre/2015)  
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad; omisión de dar intervención previa a los damnificados. Necesidad de valorar las circunstancias 
particulares del caso, protección de los menores de edad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 30/37 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 25/27.  
DOCTRINA: Para que proceda la suspensión del juicio a prueba el ofrecimiento de reparación del daño debe 
ser cuantificable, claro y serio, de conformidad con las constancias de la causa. Si bien no debe coincidir 
exactamente con los montos reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que al-
canzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización 
del acusado con las supuestas víctimas y con el hecho. 
            La inexistencia de intervención de los damnificados en el trámite del instituto vicia el procedimiento 
seguido e impone afirmar que el examen sobre el particular contenido en el auto denegatorio contiene una 
falencia que impide calificarlo como derivación razonada del derecho vigente. 
            En virtud del carácter provisorio que informa a las resoluciones anteriores a la sentencia definitiva, 
los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir la certeza 
necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el reproche penal que 
concretamente cabría imponer, extremos que, de encontrar debida motivación, otorgan sustento jurídico sufi-
ciente a la decisión de denegar la suspensión del juicio a prueba. 
          Puede válidamente denegarse el beneficio en resguardo de intereses superiores como es la importan-
cia de la protección integral de los menores de edad y la necesidad de dilucidar lo ocurrido realizando el juicio 
oral y público. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
               Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba resulta necesario contar no sólo con el ofre-
cimiento de la reparación del daño sino también con la valoración de su razonabilidad por parte del órgano 
judicial y, sobre todo, tener en cuenta la posible oposición de la víctima, por lo cual, la omisión de correr vista 
del ofrecimiento de reparación del daño a la parte civil impide resolver favorablemente el pedido de suspen-
sión del juicio a prueba. 
           Resulta nula la resolución que concede el beneficio de la suspensión del proceso a prueba sin mediar 
noticia alguna a la parte afectada. (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman     DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C ÁVALOS, ALEJANDRA FABIOLA; MEDINA, JOSÉ ALEJANDRO - 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. N° CJS 37.374/14)  (Tomo 201: 553/570 – 06/octubre/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal; funcionario público, 
escribano. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 54/57.  



DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que confirma la prescripción de la acción por sobreseimiento 
del querellado, si de las constancias de la causa surge que desde la fecha de la confección de la escritura en 
que se habría insertado una firma falsa, hasta la promoción de la acción penal, ya había operado la prescrip-
ción, y en ningún momento se ha requerido penalmente a la escribana pública cuestionada, no se la ha citado a 
prestar ningún tipo de declaración, ni se ha ordenado diligencia alguna que permita establecer su eventual 
participación en el hecho que se investiga. 
           La suspensión de la prescripción de la acción penal sólo puede operar una vez que se la ha promovi-
do, pues no es posible hablar de suspensión de una acción que no se ha concretado aún. 
           En materia de suspensión de la prescripción, el Código Penal se refiere al concepto procesal de ac-
ción, no al sustantivo, pues desde este punto de vista la acción nace desde el delito, y los únicos obstáculos 
sustantivos son las cuestiones prejudiciales, y los casos de acción privada o de instancia privada. (Del voto de 
los Dres. Samsón, Catalano, Cornejo y Posadas) 
              Si en la causa no se ha promovido acción alguna en contra de la notaria indicada, no puede concebir-
se una suspensión de la prescripción de la acción penal en contra del imputado, aunque aquélla revista la cali-
dad de funcionaria pública, en tanto Tal acción no existe y nunca se concretó. 
            La acción penal debe definirse como el requerimiento por parte del ministerio público de una deci-
sión del juez sobre una “notitia criminis” que tiene como contenido un hecho determinado correspondiente a 
una hipótesis penal. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Posadas) 
             Corresponde dejar sin efecto la resolución que confirma el sobreseimiento por prescripción del quere-
llado, si tanto del escrito de la parte querellante cuanto de la presentación fiscal, se desprende la posible parti-
cipación criminal de una escribana pública en la comisión del delito investigado. 
           La prescripción de la acción penal se suspende en los casos de delitos cometidos en el ejercicio de la 
función pública, para todos los que hubiesen participado, mientras cualquiera de ellos se encuentre desempe-
ñando un cargo público. 
           No procede la suspensión del juicio a prueba  si el acusado tiene el carácter de funcionario público, 
que alcanza a todo aquél que participa accidental o permanentemente del ejercicio de las funciones públicas, 
cualquiera sea el modo de designación, entre ellos, los escribanos públicos. 
          Si bien el escribano público no integra ninguno de los órganos del Estado, es funcionario público en 
el marco de las disposiciones legales, en tanto ejecuta una función pública asignada por el Estado. (Del voto 
de los Dres. Vittar, Díaz y Kauffman) 
             El instituto de la suspensión del plazo de prescripción de la acción penal no solamente conlleva la 
detención o paralización de un término en curso sino también la no iniciación del mismo, en particular cuando 
la causal suspensiva consiste en una situación fáctica que ocurre al momento de la comisión del hecho, como 
lo es la intervención de un funcionario público en ejercicio de la función pública. 
          Desde el punto de vista procesal, resulta un requisito para dictar una resolución de la magnitud de un 
sobreseimiento basado en la prescripción de la acción penal, que se alcance un grado de certeza, tanto sobre el 
efectivo transcurso del término legal como sobre la inexistencia de causales suspensivas o interruptivas. (Del 
voto de los Dres. Kauffman y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.     DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C OLA CASTRO, VÍCTOR DE JESÚS - RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. N° CJS 37.035/14) (Tomo 201: 327/348 – 06/octubre/2015)  
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Sobreseimiento por prescripción de la acción penal, actos 
interruptivos.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso interpuesto a fs. 158/161, encuadrado como 
de inconstitucionalidad. II. ORDENAR que bajen los autos a la Sala II del Tribunal de Impugnación a fin de 
que proceda a constatar la existencia de causales que pudieran haber interrumpido la prescripción de la acción 
penal, y dicte resolución en consecuencia.  
DOCTRINA: Si de las constancias de la causa surge que se cumplió el plazo prescriptivo con anterioridad al 
acto de promoción de acción penal, sólo resta constatar, en consonancia con lo previsto por el artículo 67 del 
Código Penal, si obran actos o circunstancias interruptivas del término. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauff-
man, Samsón y Posadas) 
            La suspensión de la prescripción sólo operará mientras los funcionarios públicos permanezcan en el 
cargo, y siendo que la calidad de escribano público no está naturalmente destinada a cesar sino solamente en 
supuestos excepcionales, no puede considerarse que la suspensión de la prescripción opera aún cuando la 
acción penal no haya sido promovida, pues en tal caso el transcurso del plazo quedaría suspendido “sine die”. 
(Del voto de los Dres. Samsón y Posadas) 
             Es válida la resolución que dispone el sobreseimiento de los querellados por prescripción de la acción 
penal, si al momento de resolver se advierte que se trata de un proceso de muy larga duración, extendido más 
allá de aquello que se podría considerar ajustado a derecho y conforme a las razones de política criminal que 
se tuvieron en cuenta al establecer el instituto de la prescripción y sus causales de suspensión e interrupción.                                                            



          La prescripción de la acción penal por delitos con pena temporal, no puede, en ningún caso, exceder 
de doce años, toda vez que corresponde al Estado federal garantizar en todo el territorio de la República un 
conjunto de limitaciones temporales máximas que impidan una persecución punitiva gravemente irracional. 
          Los plazos del artículo 62 son excepcionales (umbral máximo de perseguibilidad), pero la prescrip-
ción de la acción penal puede operar antes si, una vez afianzada la imputación precisa (y luego de la declara-
ción indagatoria) vencen los plazos que la ley procedimental fijó como términos razonables para la duración 
de los procesos. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
              El recurso de inconstitucionalidad es de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. 
           Corresponde rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la resolución que confir-
mó el sobreseimiento por prescripción de los acusados, si las críticas del impugnante no exceden de la simple 
discrepancia con el criterio seguido por el juzgador en temas de hecho, prueba y derecho común, lo cual no 
brinda fundamento a la tacha de arbitrariedad y si, además, en la causa se encuentra cumplida la exigencia de 
la doble instancia en virtud de la específica intervención del Tribunal de Impugnación, que mediante el recur-
so de apelación deducido revisó los hechos, la prueba y la viabilidad jurídica de la prescripción de la acción 
penal. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C N.N. POR FALSIFICACIÓN IDEOLÓGICA DE INSTRUMENTO PRI-
VADO A IRIARTE, JORGE SERAFÍN – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” 
(Expte. Nº CJS 37.506/14)  (Tomo 201: 695/724 – 21/octubre/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones de hecho, prueba y de aplica-
ción del derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 235/248.  
DOCTRINA: Las cuestiones de hecho, prueba y de aplicación del derecho común constituyen materia reser-
vada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del artículo 14 
de la ley 48.  
           La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que le con-
fiere a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde pue-
dan discutirse decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “SOLÁ, BERNARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.487/14)  
(Tomo 201: 811/818 – 23/octubre/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones de hecho, prueba y aplicación 
del derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR los recursos extraordinarios federales interpuestos a fs. 4180/4195 y 
4196/4216 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los argumentos que determinarían, a 
criterio de los impugnantes, la afectación de los derechos constitucionales que invocan, son cuestiones que se 
relacionan con temas de hecho, prueba y aplicación del derecho común, aspectos cuyo conocimiento y deci-
sión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso 
del artículo 14 de la Ley 48. 
           La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional, y no resulta apta para corregir sentencias 
que el recurrente estime equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se 
verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta carencia de fundamenta-
ción.   
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano, Cornejo    DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C CRUZ, CELSO; DÍAZ, FRANCISCO BONIFACIO; SANTANA, LUIS ALBERTO; 
CRUZ, CIRILO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.800/12)  Tomo 201: 
865/872 – 02/noviembre/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones de hecho, prueba y de derecho 
procesal penal; recurso de revisión. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 77/116.  
DOCTRINA: No procede el recurso extraordinario federal, si los agravios del impugnante se presentan como 
una disidencia relativa a cuestiones de hecho, prueba y de derecho procesal, aspectos cuyo conocimiento y 
decisión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del reme-
dio extraordinario del artículo 14 de la Ley 48. 
           La discrepancia del apelante con la inteligencia asignada al artículo 488, inciso 2º del Código Proce-
sal Penal por la Corte y con la solución dada al resolver el recurso de revisión interpuesto, resulta ineficaz 
para habilitar una tercera instancia ordinaria con el fin de debatir aspectos no federales de la cuestión. 



           Para la apelación extraordinaria no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la 
sentencia impugnada, sino que es precisa una crítica razonada y concreta de todos y cada uno de los argumen-
tos expuestos en ella 
           La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren 
tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se 
sustenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronun-
ciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C BARBOZA, HÉCTOR ROLANDO – RECURSO DE REVISIÓN” (Expte. 
Nº CJS 37.269/14) (Tomo 201: 87/94 – 22/septiembre/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. IMPROCEDENCIA . Naturaleza de los plazos y términos 
procesales. Duración máxima de los juicios penales, caducidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 250/264.  
DOCTRINA: En relación a la duración máxima del juicio, merced a la aclaración del artículo 24 de la Ley 
7716, el plazo de dos años al que se supedita la sanción de caducidad corresponde exclusivamente a la etapa 
del juicio, por lo cual sólo puede computarse a partir de que el expediente ha culminado con los trámites pre-
paratorios y se encuentra efectivamente a disposición del tribunal que entenderá con competencia para dictar 
sentencia definitiva. 
           Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los agravios atañen a consideraciones sobre 
la naturaleza de los plazos y términos procesales. 
           Cuando se trata de interpretar normas y actos locales se encuentra excluida la existencia de cuestión 
federal, por lo que el alcance que den las provincias a sus leyes locales, como aquellas que regulan la duración 
de los procesos penales, no es susceptible de revocación mediante el remedio federal.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: "C/C HUMANO, LEANDRO DAVID - RECURSO DE INCONSTITUCIONALI-
DAD PENAL" (Expte. N° CJS 37.741/15) (Tomo 201: 201/206 – 29/septiembre/2015) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


